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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2008-01069-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
GUILLERMO ECHEVERRY CARDONA

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 1ª INSTANCIA
Tema                              : 
Improcedencia del principio de condición más beneficiosa frente al tránsito de legislación del artículo 39 original de la Ley 100/93 y la Ley 860/03 que modificó dicho artículo, con relación a la concesión de la pensión de invalidez. En otras palabras, la norma aplicable es la que rige al momento de estructurarse la pensión de invalidez. No es posible aplicar retroactivamente los efectos de la sentencia C-428/09 que  declaró la inexequibilidad del requisito de fidelidad al sistema contenido en el artículo 1° de la Ley 860 de 2003, para acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez, porque en dicha providencia no se estableció esa posibilidad.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0079
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veinticuatro (24) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo las cinco y treinta minutos de la tarde (05:30 p.m.) fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor GUILLERMO ECHEVERRI CARDONA en contra del INSTITUTOS DE SEGUROS SOCIALES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 11 de marzo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare que el señor GUILLERMO ECHEVERRI CARDONA tiene derecho a disfrutar de la pensión de invalidez de origen común en aplicación al principio de FAVORABILIDAD y CONDICIÓN MAS BENEFICIOSA; que como consecuencia de lo anterior se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a pagar a favor del demandante la pensión de invalidez de origen común a partir del 12 de febrero de 2007, fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, mas los incrementos de ley y mesadas adicionales de junio y diciembre.

Finalmente solicita se ordene el pago de los intereses moratorios a la tasa más alta vigente, la indexación de las condenas y  las costas procesales.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que fue calificado por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES por invalidez de origen común el 14 de enero de 2008, con una porcentaje de pérdida de capacidad laboral de 61.70% cuya fecha de estructuración es el 12 de febrero de 2007; que ha cotizado 275 semanas, reconocidas por la entidad demandada mediante Resolución N° 004564 del 28 de mayo de 2008.

 Aduce que el día 5 de febrero de 2008 solicitó a la entidad accionada el reconocimiento de la pensión de invalidez por cumplir con los requisitos legales, solicitud que le fue negada en resolución 004564 del 28 de mayo de 2008, porque a pesar de que acredita 50 semanas cotizadas durante los últimos tres años anteriores a la fecha de estructuración, no alcanza el 20% de la fidelidad al sistema,  exigidas por la ley 100 de 1993 en su artículo 38.

Manifiesta además el demandante que le asiste el derecho a la pensión por invalidez, porque  padece de insuficiencia cardiaca desde el año 2002, es decir en vigencia de la Ley 100 de 1993 en su texto original, pues ha cotizado mas de 26 semanas y al momento de configurar su estado de invalidez estaba afiliado al sistema aunque no acredita las semanas de que trata la Ley 860 de 2003. 
Expresa que el reconocimiento de la pensión de invalidez debe hacerse “en aplicación al principio de FAVORABILIDAD – CONDICIÓN MAS BENEFICIOSA, por haber cotizado las 26 semanas que exigía la norma anterior a la  Ley 860 de 2003 y la cual continuó teniendo efectos para quienes ya tuvieran acreditado este requisito, pues estos no pueden verse desfavorecidos por las normas posteriores”, aunado a ello, expresa que es beneficiario del Régimen de Transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos expuestos en la demanda y señala que no le constan los hechos de los cuales no obran pruebas que demuestren que el demandante cumple con los requisitos legales para acceder a la pensión de invalidez. Se opuso expresamente a las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “IRRETROACTIVIDAD E IRREGULARIDAD DE LOS APORTES EFECTUADOS AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL”, “IMPROCEDENCIA DEL RECONOCIMIENTO DE INTERESES MORATORIOS”, “PRESCRIPCIÓN” “FALTA DE CAUSA”,  “AUSENCIA DE PRUEBA DEL ESTADO CIVIL QUE PERMITA ATRIBUIR UN RÉGIMEN JURÍDICO ESPECIAL, EN CONSECUENCIA AUSENCIA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA”, “NO  SE HAY PRUEBA DE LAS CALIDADES DEL DEMANDANTE” y “BUENA FE”. 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda formulada en su contra por el señor GUILLERMO ECHEVERRI CARDONA, condenándolo en costas a favor de la entidad demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que no es posible reconocerle al demandante el derecho a la pensión de invalidez, en virtud del principio de favorabilidad y la condición más beneficiosa, toda vez que de acuerdo con la fecha de estructuración de su estado de invalidez -12 de febrero de 2007-, la norma aplicable es la Ley 860 de 2003, y que de conformidad con pronunciamientos recientes de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, no es posible como lo pretende el accionante, aplicar en virtud de la condición más beneficiosa el texto original de la Ley 100 de 1993, porque en tal caso se trata de aplicar una norma anterior dentro del mismo sistema de seguridad social y no otro régimen diferente.

Así las cosas, expresó que ante la imposibilidad de aplicar la Ley 100 de 1993, en atención del Principio de la Condición más Beneficiosa, se debe analizar la procedencia del reconocimiento de la pensión de invalidez con base en la Ley 860 de 2003, con la cual no acredita la totalidad de los requisitos allí exigidos, toda vez pese a acreditar las 50 semanas en los últimos tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración, no cumple con el requisito de fidelidad al sistema. 

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado por considerar que debe ser reconocida la pensión de invalidez al actor, en aplicación al principio de favorabilidad y condición más beneficiosa, de acuerdo al texto original del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, aunque el hecho de la invalidez haya sucedido con posterioridad a su vigencia, toda vez que la aplicación de la Ley 860 de 2003, vigente para la fecha de estructuración, resulta regresiva y sus postulados representan exigencias mayores para acceder a la prestación de invalidez, cuando el demandante acreditaba las 26 semanas que requería para acceder a dicha prestación y se encontraba cotizando al momento de la estructuración del estado de invalidez,

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

· ¿De acuerdo a la jurisprudencia, es procedente la aplicación del principio de la condición más beneficiosa frente al cambio de legislación suscitado entre el artículo 39 original de la Ley 100/93 y la Ley 860 de 2003 que reformó dicha norma, para efectos de la concesión de la pensión de invalidez?

· ¿Es posible aplicar retroactivamente los efectos de la sentencia C-428 del 10 de julio de 2009, que declaró la inexequibilidad del requisito de fidelidad al sistema contenido en el artículo 1° de la Ley 860 de 2003, para poder acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez del demandante?

Aduce el señor Guillermo Echeverry Cardona que aunque para el reconocimiento de su pensión debe tenerse en cuenta la normatividad que se encuentre vigente al momento de estructurarse su estado de invalidez que lo fue el 12 de febrero de 2007, lo que conlleva a que se le aplique la Ley 860 de 2003, como no cumple la totalidad de los requisitos allí exigidos y en aplicación de los Principios Constitucionales de Progresividad y de la Condición más Beneficiosa, solicita se le aplique el texto original del artículo 39 de la Ley 100 de 1993.


De acuerdo con lo anterior, encuentra esta Colegiatura perfectamente válidas las razones de índole jurisprudencial citadas por la funcionaria de primera instancia para denegar los derechos deprecados por el actora, toda vez que corresponden a la misma línea jurisprudencial acogida en pleno y recientemente por esta Sala de Decisión, al decidir asuntos análogos
 al que hoy merece nuestra atención.


Por lo que se concluye nuevamente que no es procedente el reconocimiento de la pensión de invalidez deprecando la aplicación del Principio de la Condición más Beneficiosa, buscando dejar a un lado los preceptos de la Ley 860 de 2003, para aplicar lo consagrado en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, porque la aplicación de dicho principio como se ha explicado, es viable cuando se pretende acudir a un régimen anterior al vigente, más no a una norma anterior dentro del mismo régimen pensional, como lo pretende el promotor del presente litigio. 

De acuerdo con lo anterior, la ley dispuesta para analizar el reconocimiento de la pensión de invalidez del señor Echeverry Cardona, no es otra que la 860 de 2003, vigente para el momento de la estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del actor.


Dicha norma – Ley 860 de 2003-, en el artículo 1° establece los siguientes requisitos para que sea procedente el reconocimiento de la pensión de invalidez:

“REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE INVALIDEZ. Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

(…)”

Del contenido de la norma anterior, se evidencia que son tres los requisitos que debe acreditar quien pretenda pensionarse por invalidez por causa de una enfermedad de origen común:
1. Ser declarado inválido: lo cual se encuentra plenamente acreditado con la copia del dictamen visible a folio 14, que si bien es cierto fue aportada en copia simple por el actor y fue censurada por la entidad demandada en su momento, la información allí descrita es avalada por la misma accionada en la Resolución 004564 del 28 de mayo de 2008, documento frente al cual no se realizó ningún reproche.
2. Haber cotizado 50 semanas dentro de los 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez: Del contenido de la historia laboral visible a folios 16 y s.s., se pude corroborar que dentro del período comprendido entre el 12 de febrero de 2007 – fecha de estructuración de la invalidez- y el 12 de febrero de 2004 – 3 años anteriores a la estructuración de la invalidez-, el accionante cotizó un total de 158.57142 semanas, cumpliendo también con este requisito.
3. Fidelidad al sistema del 20% en el lapso comprendido entre el día que arribó a los 20 años de edad y la fecha de la calificación de la invalidez: Del contenido de la resolución N° 004564 de 2008 (fl. 15), salta a la vista que el señor Echeverri Cardona nació el 08 de septiembre de 1946, por lo tanto el 08 de septiembre de 1966 arribó a los 20 años de edad, desde esta última calenda y hasta el 12 de febrero de 2007, debe acreditar un total de 415.82856 semanas de cotización, sin embargo, una vez realizadas las respectivas cuentas nos arroja un total de 236.71427 semanas efectivamente cotizadas, coligiéndose que no cumple con este requisito.
Así las cosas, no hay lugar a reconocer el derecho pensional por invalidez en favor del señor Guillermo Echeverri Cardona, por no acreditar el cumplimiento de la totalidad de los requisitos establecidos por el artículo 1° de la Ley 860 de 2003 –norma vigente al momento de estructurarse la invalidez y de proferirse el fallo de primer grado, siendo procedente confirmar dicha decisión.
 
Ahora bien, mediante sentencia C-428 del 10 de julio de 2009, la H. Corte Constitucional con Ponencia del Dr. Mauricio González Cuervo, declaró inexequible el aparte relacionado con la exigencia de fidelidad al sistema consagrado en el artículo 1° de la norma traída a colación, por lo que en principio podría pensarse que al ser retirada dicha exigencia – fidelidad- del ordenamiento jurídico, y al cumplirse por el actor los demás requisitos exigidos por el artículo 1° citado, sería procedente acceder al reconocimiento de la pensión, no obstante, debe recordarse que la declaratoria de inexequibilidad fue realizada el 10 de julio de 2009, por lo tanto sus efectos sólo se aplican a los eventos que se presenten con posterioridad a dicha declaración, salvo que el mismo Tribunal Constitucional determine lo contrario en la misma providencia - Artículo 45 de la Ley 270 de 1996-
.

Así las cosas y teniendo en cuenta que la Corte Constitucional en la sentencia C-428/09 no dispuso que la misma tuviera un efecto retroactivo, puede colegirse que tal declaratoria no puede afectar positivamente la situación del señor Guillermo Echeverri Cardona, siendo imposible por lo tanto, acceder al reconocimiento de la pensión deprecada.
 

Por lo visto, se confirmara la sentencia de primer grado.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 11 de marzo de 2009, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor GUILLERMO ECHEVERRY CARDONA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Sin costas en esta instancia.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

� M.P. Hernán Mejía Uribe. Acta N° 0019 del 02 de abril de 2009. Radicado N° 2008-00672-01. – M.P. Francisco Javier Tamayo Tabares. Sentencia del 29 de enero de 2009, Radicado No. 2007-00611-01. – M.P. Ana Lucía Caicedo Calderón. Acta N° 0014 del 05 de marzo de 2009. Radicado N° 2008-00389-01.


� ARTICULO 45. REGLAS SOBRE LOS EFECTOS DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS EN DESARROLLO DEL CONTROL JUDICIAL DE CONSTITUCIONALIDAD. Las sentencias que profiera la Corte Constitucional sobre los actos sujetos a su control en los términos del articulo 241 de la Constitución Política, tienen efectos hacia el futuro a menos que la Corte resuelva lo contrario.








